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La Facultad de Derecho de la Universidad de Salamanca no fue una de las que 
tuvieron la fortuna de tener entre la nómina de sus profesores al Dr. Serra Do-
mínguez. Sin embargo, se benefició con su presencia en diversas ocasiones y, 
por otra parte, los profesores de Salamanca disfrutamos de su amable hospita-
lidad en Barcelona en muchas otras. No se trata de acreditar título ninguno 
para justificar que se organizara en Salamanca el Memorial Prof. Serra Domín-
guez, correspondiente a 2019, sino de rememorar a uno de los grandes proce-
salistas que, aun más esporádicamente que en otras sedes universitarias, tam-
bién estuvo presente en la nuestra, en especial con su enseñanza y su agudeza 
intelectual. El viejo estudio salmantino acababa de celebrar su octavo centena-
rio en el año 2018, que quiso compartir con todas las universidades, en parti-
cular con las de habla hispana. El solemne aniversario se convirtió así en una 
celebración de toda la Universidad Iberoamericana en la que pudimos ya ho-
menajear de manera amplia a nuestro admirado profesor, así como a nuestra 
añorada maestra Carmina Calvo Sánchez, a quien correspondería escribir estas 
líneas si aún estuviera entre nosotros.

Así pues, la Fundación Privada Serra Domínguez tuvo a bien confiarnos el tes-
tigo para la organización de uno de los encuentros anuales que hace tiempo se 
convirtieron en cita obligada para los procesalistas y que, en tiempos de crisis 
pertinaz, han conseguido revitalizar de manera muy visible la doctrina proce-
salista, tanto española como extranjera. Gran responsabilidad en este robuste-
cimiento de nuestra área de conocimiento la tienen las ayudas que se conce-
den anualmente en la clausura de estos eventos y que han financiado un gran 
número de investigaciones, formaciones de personal docente e investigador, 
publicaciones, congresos etc. El terreno estaba, sin embargo, abonado, pues la 
respuesta a estas convocatorias ha sido abundante y las novedades se multipli-
can. Sin duda, le debemos a las últimas voluntades de Don Manuel esta nueva 
época dorada del procesalismo en la que se propicia un fructífero diálogo en-
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tre las generaciones que se van apartando de la primera fila de la actividad 
académica, aquellos que hemos llegado a cierta madurez y las nuevas genera-
ciones que salen a la palestra con fuerza y con rigor.

Una excelente muestra de este diálogo se produjo entre los días 11 y 12 de 
noviembre de 2019, en el Salón de Grados de nuestra Facultad, en la misma 
mesa en la que Don Manuel había integrado hace bastantes lustros algún tri-
bunal de oposiciones. La ordenación de las numerosas intervenciones se orga-
nizó en torno a seis ejes de indiscutible actualidad, como es característica esen-
cial de estos eventos científicos. La participación más numerosa atendió a los 
retos pendientes que hoy en día aún presentan los principios y garantías pro-
cesales, tanto desde la perspectiva constitucional, como de los diversos órde-
nes jurisdiccionales, tanto nacionales como de distintos continentes. Conta-
mos con la presencia de Volodymyr Venher, exSecretario General del Tribunal 
Constitucional ucraniano, que nos aportó su perspectiva desde Europa Orien-
tal; con Ulises Canosa Suárez, Secretario General del prestigioso Instituto Co-
lombiano de Derecho Procesal, que expuso sus sagaces observaciones sobre un 
problema que trasciende las fronteras de un solo país y que nos interesa sobre-
manera a quienes tratamos de reflexionar sobre la mejor manera de satisfacer 
la tutela judicial efectiva: el exceso ritual manifiesto. Otro colombiano ilustre, 
Eurípides de Jesús Cuevas Cuevas, nos brindó oportunos comentarios sobre las 
actuaciones administrativas y su relación con el control jurisdiccional. Mi que-
rida compañera de Salamanca, Inmaculada Sánchez Barrios, aportó sus co-
mentarios sobre los principios constitucionales de contenido procesal. Todo 
ello bajo la inteligente moderación de la prof.ª Arangüena Fanego.

A nadie puede sorprender que el capítulo de «retos pendientes» tuviera que 
subdividirse en dos bloques, pues las contribuciones sobre este eje fueron las 
más abundantes. Así, bajo la excelente moderación del prof. Cordón Moreno, 
se agruparon las contribuciones relativas a los retos que afronta el proceso 
penal. No hace falta explicar a quien lea estas líneas la sostenida preocupación 
de los procesalistas sobre esta delicada materia, en la que en nuestro país va 
con un notorio retraso, por lo que se refiere al reflejo normativo de las reflexio-
nes de los especialistas. No había sido publicado aún el enésimo anteproyecto 
de reforma y, por tanto, no era posible realizar crítica constructiva alguna, pero 
en las exposiciones que se encuentran en las páginas que siguen se podrá ob-
servar una muestra fehaciente de las cavilaciones doctrinales en torno a la ne-
cesidad de respetar los principios y las garantías cardinales. Marien Aguilera 
Morales reflexionó críticamente en torno a la deriva del llamado «principio de 
consenso». Mercedes Fernández López señaló importantes retos de la ineludible 
presunción de inocencia. Jesús Hernández Galilea volvió con nuevos apoyos a 
la clásica distinción acusatoria entre «investigar, acusar y juzgar». Alba Rosell 
Corbelle dialogó con tino con el principio de legalidad.
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Una materia que, desde hace unos pocos años, quita el sueño a los procesalistas 
es la de integrar las nuevas tecnologías a la actividad procesal. Con su punto de 
vista siempre novedoso, Jordi Nieva Fenoll nos mostró su posición realista. En 
animado contraste con él, José Bonet Navarro y Vicente Guzmán Fluja expusie-
ron sus fundadas visiones y preocupaciones. Y, siempre eficaz y entusiasta, Fe-
derico Bueno De Mata, aplicó las nuevas posibilidades tecnológicas a los vericue-
tos de las negociaciones extrajudiciales. La emocionada moderación de Elena 
Laro González nos hizo recordar a su maestra Isabel González Cano, otra queri-
da colega que nos hubiera acompañado en esos días y en esta publicación, si la 
providencia no nos tuviera reservados inesperados renglones torcidos.

Como homenaje a la Prof.ª Calvo Sánchez, Isabel Huertas Martín moderó la mesa 
sobre armonización y cooperación judicial internacional, en la que la perspectiva 
sobre los criterios para la creación de un proceso civil europeo estuvo presente 
de la mano de la siempre brillante Paula Costa E Silva; los avances en la armoni-
zación procesal penal fueron planteados con agudeza por mis compañeros Nico-
lás Rodríguez García y Adán Carrizo González-Castell y Ana Rodríguez Tirado nos 
trajo aires gaditanos para profundizar en el problema de la cooperación judicial 
en el ámbito de los delitos de pornografía infantil cometidos con el uso de TICs.

El problema de la prueba en el proceso una vez más demostró ser una fuente 
inagotable de cuestiones fundamentales necesitadas de respuesta. La cambiante 
realidad se refleja muy claramente en el ámbito probatorio de modo que se pre-
sentaron ponencias de gran interés y originalidad: Manuel Díaz Martínez se pre-
guntó sobre las posibilidades y límites de la utilización de los dispositivos electró-
nicos para captar y grabar comunicaciones orales; Ana Rodríguez Álvarez se 
enfrentó al posible uso de los emojis como prueba y Paloma Arrabal Platero re-
flexionó sobre el valor probatorio de la información contenida en documentos 
electrónicos. No fue menos destacable la crítica de mi querida Marta del Pozo 
Pérez respecto a una sentencia de la Sala Segunda del Tribunal Supremo que está 
haciendo correr ríos de tinta. Los sólidos pertrechos de estos jóvenes procesalis-
tas combinaron de manera excelente con un veterano amigo del área de Dere-
cho Procesal de Salamanca: Fernando Gómez De Liaño, que mostró una vez más 
su clarividencia en sus intervenciones y en su presidencia de mesa.

Los medios extrajudiciales de resolución de litigios siguen buscando un sitio ade-
cuado en nuestro escasamente sistemático horizonte procesal. Sigue siendo ne-
cesario escudriñar en sus reglas y en su funcionamiento para asegurar su eficacia 
y su respeto a las garantías esenciales. Manuel Cachón Cadenas hizo de lúcido 
maestro de ceremonias en esta mesa sobresaliente. Helena Soleto Muñoz trajo 
sus consistentes argumentaciones generales, así como Consuelo Ruiz De La Fuen-
te en torno a la cuestión central de la voluntariedad. Ayllén Gil Seaton y José 
Caro Catalán trataron con rigor aspectos concretos sobre el arbitraje.
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La última mesa se dedicó a un tema que en ocasiones ha sido considerado 
menor, de manera completamente injustificada: el proceso de menores. Esther 
Pillado González confrontó la legislación vigente con las exigencias de la Direc-
tiva 2016/800; Pilar Martín Ríos puso sobre la mesa las dificultades procesales 
derivadas de la comisión conjunta de delitos por mayores y menores de edad; 
Amaya Arnáiz Serrano planteó los problemas de la diligencia de entrada y re-
gistro en casos de menores infractores; Alicia González Monje aportó sensatas 
observaciones al procedimiento civil de internamiento de menores por trastor-
nos de conducta y Elisabet Cueto Santa Eugenia sobre el principal elemento del 
proceso de menores: la aplicación de medidas de oportunidad.

Fueron magistrales la intervención de Vicente Gimeno Sendra —de cuya pérdi-
da todavía no nos hemos repuesto—, con una conferencia magistral sobre la 
mediación penal, que fue presentada por Fernando Jiménez Conde, y la clausu-
ra de Manuel Ortells Ramos, sobre las transformaciones y fugas de la jurisdic-
ción, presentado a su vez por José Martín Ostos.

Los retos y las transformaciones quedaron planteados, cumpliendo una vez 
más con esta cita anual itinerante, que permitió, además, lo que hemos añora-
do tanto en los meses que vinieron después: compartir con los compañeros 
unos pocos días de convivencia, de aprendizaje, de reflexión conjunta, de diá-
logo constructivo y de creación de conocimiento. Una vez más la antigua Uni-
versidad consiguió su propósito y pudimos ser testigos cercanos de esa fértil 
sucesión de generaciones que aseguran su larga pervivencia.
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